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Resumen

En las últimas décadas, España, al igual que el resto de los países de la Unión Europea, ha implementado diversas 
políticas para combatir la pobreza energética. Algunas de estas medidas tienen un carácter eminentemente 
social, mientras que otras se orientan a mejorar las condiciones de las viviendas y, con ello, incrementar la 
eficiencia energética. La responsabilidad de aplicar estas políticas recae, en algunos casos, en los gobiernos 
regionales y, en otros, en las compañías eléctricas. En este trabajo se analiza el perfil de las regiones españolas en 
función de las políticas contra la pobreza energética que adoptaron entre 2010 y 2022, así como los diferentes 
resultados obtenidos en cada uno de los grupos de regiones identificados. Para ello, se ha aplicado un análisis 
de clases latentes (LCCA), que permite segmentar las regiones según las políticas implementadas y caracterizar 
los clústeres resultantes.

Palabras clave: pobreza energética, bono social eléctrico, política de eficiencia energética, análisis clúster de clases 
latentes, España.

1.	 INTRODUCCIÓN

La energía constituye un recurso esencial para cubrir necesidades básicas como la alimen-
tación, la calefacción, la refrigeración, el lavado, la iluminación del hogar, así como para 

preservar la salud física y mental, acceder a oportunidades educativas, desempeñar un trabajo 
productivo, desplazarse, mantener relaciones sociales y estar conectados, entre muchas otras 
dimensiones de la vida cotidiana (Boardman, 2012; Bouzarovski y Petrova, 2015; Churchill & 
Smyth, 2021; Hills, 2012; Legendre & Ricci, 2015; Nussbaumer et al., 2012). No obstante, 
en numerosos países del mundo —incluidos aquellos considerados avanzados, como los que 
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integran la Unión Europea (UE)— una parte considerable de la ciudadanía no logra mantener 
sus viviendas a una temperatura adecuada. Muchos hogares, además, acumulan deudas o su-
fren retrasos en el pago de sus facturas energéticas debido a la imposibilidad de hacer frente a 
los costes. En definitiva, una proporción significativa de la población europea se encuentra en 
situación de pobreza energética (European Commission, 2025a). 

En la UE, este problema se origina, principalmente, por la combinación de dos factores: los 
elevados precios de la energía —tanto de la electricidad como del gas—, y la baja eficiencia 
energética de muchas viviendas y edificios. Esta ineficiencia suele deberse a deficiencias 
constructivas, problemas estructurales derivados de la falta de mantenimiento, y al uso de 
electrodomésticos y dispositivos obsoletos que consumen grandes cantidades de energía 
(Fabbri, 2015; Pye et al., 2015; Rademaekers et al., 2016). Estos factores afectan de 
manera especialmente intensa a los hogares con menores ingresos, para los cuales el coste 
energético representa un porcentaje elevado de su renta disponible, obligándolos a reducir 
el consumo por debajo de los niveles recomendables. Además, otros elementos como 
sistemas fiscales poco adecuados, escasa inversión en infraestructuras energéticas y una 
limitada concienciación y conocimiento sobre eficiencia energética, también contribuyen 
a perpetuar esta situación (Thomson et al., 2017a).

Según los últimos datos de Eurostat, en 2024 aproximadamente el 9,2 % de los hogares 
de la UE no podían mantener su vivienda a una temperatura adecuada, lo que representa 
una mejora respecto al 10,6  % registrado en 2023. Aun así, esta cifra implica que cerca 
de 50 millones de ciudadanos europeos —casi el 10  % de la población de la UE— se ven 
afectados por la pobreza energética. Se trata de un problema estructural que ciertamente 
no es nuevo en la UE, pero que se ha visto agravado por las recientes crisis: primero la 
provocada por la pandemia de COVID-19 y, posteriormente, el episodio inflacionista 
derivado de la guerra en Ucrania (European Commision, 2025a, 2025b). 

Aunque la pobreza energética ha suscitado preocupación en Europa, el interés institucional 
de la Unión Europea por este fenómeno es relativamente reciente (Bouzarovski, 2018). 
No fue sino hasta 2006 cuando se firmó el Tratado de la Comunidad de la Energía, 
que incluye entre sus objetivos la seguridad y la eficiencia energética. Posteriormente, 
la Directiva 2009/72/CE introdujo en su artículo 3.7 la obligación de que los Estados 
miembros definieran el concepto de “consumidor vulnerable”, permitiendo vincularlo 
explícitamente con la pobreza energética. Más adelante, en 2016, la Comisión Europea 
presentó el “Paquete de energía limpia para todos los europeos”, que reconoce la pobreza 
energética como una cuestión prioritaria, proponiendo medidas concretas para proteger 
a los consumidores vulnerables y fomentar inversiones en eficiencia energética. Desde 
2019, la Directiva (UE) 2019/944 sobre el mercado interior de la electricidad obliga a 
los Estados miembros, según su artículo 29, a monitorizar y reportar periódicamente 
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el número de hogares afectados por la pobreza energética. Asimismo, el artículo 7 de la 
Directiva 2012/27/UE sobre eficiencia energética, junto con su modificación de 2018 
(2018/2002), exige que parte de las medidas adoptadas se dirijan prioritariamente a estos 
hogares. Por otro lado, el Reglamento de gobernanza establece que los Estados miembros 
deben detallar las acciones nacionales destinadas a mitigar la pobreza energética a largo 
plazo, fijar objetivos específicos en esta materia e incluir las políticas correspondientes en 
sus Planes Nacionales de Energía y Clima (PNEC) (European Commision, 2025b). 

En consonancia con la reciente preocupación por el fenómeno de la pobreza energética 
en la UE, esta no comenzó a ocupar un lugar destacado en la agenda pública ni en la 
académica en España hasta bien entrada la década de 2000. En estos años, los informes 
elaborados por la Asociación de Ciencias Ambientales fueron pioneros, especialmente los 
trabajos de Tirado et al. (2012, 2014). También resultaron relevantes las investigaciones 
desarrolladas en el seno del think-tank Economics for Energy, como el estudio de Romero 
et al. (2014). La irrupción de la crisis económica de 2008 y sus consecuencias marcaron 
un punto de inflexión, impulsando el interés por el fenómeno. En este marco, Tirado 
& Jiménez (2016) analizan cómo dicha crisis, junto con las políticas de austeridad, 
contribuyeron al incremento de la pobreza energética en España. Para ello, examinan la 
evolución de diversos indicadores entre 2004 y 2012, prestando especial atención a las 
diferencias entre comunidades autónomas. 

Posteriormente, Romero et al. (2018) adoptan un enfoque principalmente metodológico 
para comparar tres indicadores objetivos basados en ingresos aplicados a España en 2015: 
el indicador del 10 %, el Minimum Income Standard (MIS) y el Low Income High Cost 
(LIHC). El estudio propone mejoras para superar algunas de las limitaciones de estos 
indicadores. Además, aplican un modelo logit a los datos de la Encuesta de presupuestos 
familiares (EPF) con el fin de identificar los hogares más vulnerables. Los resultados 
señalan que los hogares con niños, bajos ingresos, en régimen de alquiler o con hipoteca, 
con sustentadores principales desempleados y con bajo nivel educativo son los más 
afectados. A partir de estos hallazgos, se analiza el bono eléctrico, destacando algunas de 
sus limitaciones, como la inclusión entre sus beneficiarios de grupos no necesariamente 
vulnerables (por ejemplo, pensionistas o familias numerosas sin distinción de ingresos). 

Por su parte, Costa-Campí et al. (2019) abordan la pobreza energética desde una 
perspectiva basada en los ingresos. Utilizan el indicador LIHC y aplican un modelo probit 
a los datos de la EPF entre 2011 y 2017 para estimar la probabilidad de que un hogar 
sea pobre energéticamente. En su análisis, identifican como determinantes significativos 
la renta, el empleo, el nivel educativo, la composición del hogar (especialmente los 
hogares unipersonales y monoparentales), las características de la vivienda (las viviendas 
antiguas, rurales y de mayor tamaño aumentan la vulnerabilidad, mientras que vivir en 
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pisos la reduce) y las condiciones climáticas (las temperaturas extremas, en particular el 
frío, incrementan el riesgo de pobreza energética). En una investigación más reciente, 
Costa-Campí et al. (2024) profundizan en el análisis utilizando datos entre 2006 y 2021, 
concluyendo que la pobreza energética en España presenta un carácter estructural y 
crónico, y tiende a agravarse en períodos de crisis económica, mostrando así una naturaleza 
cíclica. Identifican como perfiles de riesgo principales a las personas jubiladas, mujeres que 
viven solas y hogares con condiciones socioeconómicas desfavorables, como el desempleo 
y bajos niveles educativos. También destacan la actividad económica de los miembros del 
hogar como un factor determinante clave.

Como se desprende de los trabajos anteriores, múltiples factores inciden en la vulnerabilidad 
energética de los hogares españoles: la renta, el clima, la ruralidad, las tasas de desempleo, 
la edad de la población, el nivel educativo y las características de las viviendas. Estas 
variables presentan una notable heterogeneidad entre las regiones del país. Sin embargo, 
la dimensión geográfica continúa siendo escasamente explorada en los estudios sobre la 
pobreza energética, a pesar de su relevancia para el diseño de políticas públicas. Algunos 
estudios que han abordado el componente espacial en otros países incluyen los de 
Robinson et al. (2018) y Roberts et al. (2015) para el Reino Unido; Pereira & Marques 
(2023) para Europa; y Mulder et al. (2023) para los Países Bajos. Estos autores destacan 
cómo la incidencia de la pobreza energética varía según el grado de urbanización de los 
municipios. En Italia, Bardazzi et al. (2021) encuentran que la variabilidad regional de la 
pobreza energética está correlacionada con la desigualdad de los ingresos. Asimismo, el 
clima y las diferencias espaciales han sido señalados como factores relevantes por Kahouli 
& Tokushima (2021), Papada & Kaliampakos (2020), y Awaworyi Churchill et al. (2022).

En el caso español, el trabajo de Aristondo & Onaindia (2018b) analiza la pobreza 
energética en España entre 2004 y 2015 mediante un enfoque multidimensional aplicado 
a los datos de la Encuesta de condiciones de vida (ECV). Los autores consideran tres 
indicadores subjetivos: la capacidad de mantener el hogar a una temperatura adecuada, 
los retrasos en el pago de facturas de servicios básicos y la presencia de deficiencias 
estructurales en la vivienda (goteras, humedad, ventanas deterioradas). Los indicadores 
Chakravarty y D’Ambrosio que utilizan permiten captar tanto la incidencia como la 
intensidad y la desigualdad entre los hogares en pobreza energética, aplicando distintos 
umbrales de identificación. Sus resultados muestran también que la pobreza energética 
tiene un componente procíclico y que las zonas intermedias y poco pobladas presentan 
mayores niveles de pobreza energética que las urbanas. Asimismo, detectan que las regiones 
del sur de España (Andalucía, Murcia, Extremadura, Castilla-La Mancha y Canarias) son 
las más afectadas, lo que se atribuye a la baja eficiencia energética de las viviendas más que 
al clima. 
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Recientemente, Jové-Llopis & Trujillo-Baute (2024) analizan cómo los factores regionales 
influyen en la pobreza energética, considerando su distribución espacial y evolución entre 
2006 y 2022. Utilizan el indicador LIHC, modificado para incorporar el 60 % de la mediana 
tanto en ingresos como en gasto energético, y aplican un modelo probit univariante con 
variables agrupadas en cuatro dimensiones: características de la vivienda, características 
socioeconómicas del hogar, factores climáticos (Heating Degree Days y Cooling Degree 
Days) y factores regionales, clasificando en cuatro grupos las comunidades autónomas. Sus 
conclusiones indican que la pobreza energética no se distribuye de manera homogénea en 
España, sino que las regiones del centro son las más afectadas, caracterizadas por viviendas 
rurales, clima extremo y alta exclusión social. Además, muestran que las crisis económicas 
de 2008 y del COVID-19 intensificaron las desigualdades regionales, y que el desempleo 
es el único factor homogéneo a nivel nacional, mientras que el resto de los determinantes 
varían significativamente entre regiones.

La investigación que se presenta en este artículo busca contribuir a la literatura que considera 
el factor espacial como relevante en la determinación de la pobreza energética. Además, se 
pretende incorporar al análisis el efecto de las dos principales políticas diseñadas en España 
para combatirla: el bono social eléctrico y los programas de financiación y subvención para 
la rehabilitación de viviendas y mejora del equipamiento doméstico. Si bien las líneas 
generales de estas políticas son diseñadas por el gobierno central, las administraciones 
regionales, es decir, las comunidades autónomas, desempeñan un papel crucial en su 
implementación. En el caso de los programas de eficiencia energética, son las regiones 
las encargadas de hacerlos operativos: gestionar las solicitudes, evaluarlas, resolverlas 
y distribuir los fondos. En cuanto al bono social, los servicios sociales, dependientes 
competencialmente de las comunidades autónomas, son fundamentales para facilitar el 
acceso de la población vulnerable dada la complejidad del proceso de solicitud.

Por tanto, el objetivo de este artículo es analizar el nivel de compromiso institucional 
de las comunidades autónomas en la implementación de políticas contra la pobreza 
energética entre 2010 y 2022, y cómo dicho compromiso ha influido, junto con otras 
variables, en los indicadores regionales de pobreza. Para ello, se aplicará un análisis de 
clases latentes (LCCA, por sus siglas en inglés) que permitirá clasificar a las regiones según 
las políticas aplicadas y delinear perfiles diferenciados entre ellas en función de variables 
socioeconómicas y climáticas. Asimismo, posibilitará evaluar el impacto de dichas políticas 
en la pobreza energética.

El artículo se estructura del siguiente modo. Tras esta introducción, el segundo apartado 
explica brevemente la metodología del LCCA, el tercero presenta los datos y variables 
utilizados en el modelo, el cuarto apartado se dedica a explicar los resultados y el quinto 
ofrece las conclusiones y recomendaciones de política.
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2.	 METODOLOGÍA

Para alcanzar los objetivos expuestos en la Introducción, se llevará a cabo un análisis clúster de 
clases latentes (LCCA) con el fin de clasificar las 17 comunidades autónomas españolas en un 
número óptimo de clústeres. El LCCA es un método estadístico basado en modelos, que puede 
utilizarse para identificar grupos subyacentes en un conjunto de datos multivariante, cuyas 
unidades pueden ser individuos, organizaciones, municipios, provincias, regiones, países, etc. 
El objetivo del LCCA es la clasificación de unidades similares en un conjunto de K clases (o 
grupos) de frecuencia desconocida (Morgan, 2015). Esta metodología es, en la actualidad, 
ampliamente utilizada en la investigación de las ciencias sociales, en multitud de campos, 
desde la política, el marketing, el turismo, el clima escolar y laboral, los comportamientos 
de género, etc. En el ámbito de la evaluación de políticas públicas también se encuentran 
numerosos ejemplos (véase, por ejemplo, Petersen et al., 2020; Aroca-Jiménez et al. (2020), 
Torres-Martinez et al., 2021; Bauer (2022); o Sorgente et al., 2025). 

El LCCA presenta ciertas ventajas frente a otros tipos de análisis de clústeres (Oppewal 
et al., 2010; Vermunt & Magidson, 2002; Wedel & Kamakura, 2000) y, específicamente, en 
esta investigación, son dos las razones principales explican su elección. En primer lugar, la 
selección del número óptimo de clústeres se basará en criterios estadísticos, específicamente 
el Criterio de Información Consistente de Akaike (CAIC, por sus siglas en inglés) (Morgan, 
2015). En segundo lugar, el LCCA permite introducir simultáneamente indicadores medidos 
en diferentes escalas (por ejemplo, continuas, dicotómicas, ordinales o nominales) e incorporar 
covariables en el modelo (García, 2017). Concretamente, se empleará el enfoque de tres pasos 
ajustado por sesgo, propuesto por Bakk et al. (2013) y Vermunt (2010). Este enfoque se basa 
en la premisa de que, cuando los individuos se asignan a clases latentes en el segundo paso, 
se puede obtener una estimación de los errores de clasificación que se corrigen en el tercero 
(Vermunt & Magidson, 2016).

Por tanto, primero se estimará un modelo de clases latentes que incluirá exclusivamente dos 
indicadores de políticas implementadas en las regiones españolas para combatir la pobreza 
energética (primer paso). Estos “indicadores” serán las variables utilizadas como criterio de 
segmentación, es decir, serán las variables dependientes o explicadas del modelo y sobre las 
que se modelizará la heterogeneidad. Posteriormente, las regiones se asignarán a las diferentes 
clases latentes o clústeres utilizando sus probabilidades posteriores de pertenencia (segundo 
paso). Finalmente, en el tercer paso, se perfilarán los clústeres mediante los dos siguientes tipos 
de variables:

	■ Covariables o variables concomitantes externas (Dayton & Macready, 2002; Dillon et al., 
1994), que es uno de los procedimientos más fiables para llevarlo a cabo (Wedel & Kamakura, 
2000). A través de estas covariables se caracterizarán los diferentes clústeres obtenidos de 
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comunidades autónomas para predecir su pertenencia (opción covariable); estas variables 
serán que las consideradas más relevantes en la literatura sobre pobreza energética.

	■ Variables de resultado, que se refieren a los indicadores de pobreza energética de las regiones 
y que se evaluarán en nuestro análisis mediante dos medidas. Estas variables de resultado se 
predecirán por la pertenencia a la clase (opción dependiente).

Tanto las covariables como las variables de resultado contribuyen finalmente a identificar los 
factores que explican la heterogeneidad en el comportamiento de los indicadores de política 
contra la pobreza. En la opción covariable, todas las covariables se introducirán simultáneamente 
en el modelo de regresión logística de clases latentes, mientras que en la opción dependiente 
se realizará un análisis bivariante para cada variable de resultado. La figura 1 presenta este 
esquema analítico. Los parámetros del modelo se estimaron utilizando el software Latent Gold® 
5.1. Los detalles completos del método de estimación de parámetros mediante este programa 
pueden encontrarse en Vermunt y Magidson (2016).

3.	 DATOS Y VARIABLES 

Los dos indicadores de las políticas implementadas en las 17 comunidades autónomas 
españolas para combatir la pobreza energética durante el período 2010-2022 son de naturaleza 
diferente. El primero está más orientado socialmente y mide el número de beneficiarios del 

Figura 1
Pobreza energética en España utilizando el análisis de clases latentes (LCA) en tres pasos
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bono social, ponderado por el número de personas vulnerables en cada región según el 
indicador AROPE. En España, el bono social, instaurado en 2009 (Real Decreto-Ley 6/2009, 
de 30 de abril, incluye una serie de ayudas que son proporcionadas principalmente por las 
compañías eléctricas mediante descuentos directos en las facturas. El grupo objetivo son 
los consumidores vulnerables, incluyendo hogares con bajos ingresos, familias numerosas, 
pensionistas y personas en situación de dependencia o discapacidad. Los descuentos varían 
según el grado de vulnerabilidad del consumidor. Los beneficiarios deben tener contratada 
la tarifa eléctrica regulada, conocida como precio voluntario para el pequeño consumidor 
(PVPC), y la potencia contratada no debe superar los 10 kW. El bono social ha experimentado 
numerosos cambios normativos desde su implantación, modificando las condiciones de acceso 
a él, tratando de simplificar los dificultosos trámites burocráticos que implica su obtención y 
aumentando o reduciendo los descuentos en función del contexto social y económico. Hasta 
enero de 2025, el bono social en España beneficiaba aproximadamente a 1.654.273 hogares 
(Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, 2025). Este número ha crecido 
significativamente en los últimos años, después de un descenso muy abrupto sufrido a partir 
de 2018 debido a los cambios normativos relativos a la potencia contratada y a criterios de 
renta. En todo caso, todavía no ha recuperado los casi tres millones de beneficiarios que 
tenían acceso a él en 2009. El coste del bono social (aproximadamente 800 millones 
de euros al año) se distribuye entre todos los operadores del sector eléctrico según su cuota 

Fuente: Elaboración propia con datos de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

Figura 2
Beneficiarios del bono eléctrico como porcentaje de los hogares vulnerables según el 
indicador AROPE en las comunidades autónomas de España, 2024
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de mercado, aunque finalmente lo repercuten en sus clientes. En España, aproximadamente 
el 25 % de los hogares con derecho al bono social lo reciben (Collado Van-Baumberghen & 
Martínez Jorge, 2024). Esto indica que todavía existe un número significativo de potenciales 
beneficiarios que no están aprovechando esta ayuda. Los datos sobre los beneficiarios del 
bono social en cada región de España han sido obtenidos de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia, concretamente de su base de estadísticas sobre el bono social. 
La figura 2 muestra las grandes diferencias que se observan entre comunidades autónomas 
en lo que a la cobertura del bono social con respecto a las personas vulnerables se refiere, con 
regiones como Extremadura en que el porcentaje es del 24,3 %, mientras que el de otras, 
como Canarias o Baleares no cubre ni al 10 % de los hogares.

El segundo indicador mide el grado de prioridad que cada región otorga a la implementación 
de políticas orientadas a mejorar la eficiencia energética de las viviendas, y se expresa como 
el porcentaje del presupuesto que cada región asigna cada año a partidas que financian la 
rehabilitación de viviendas y mejoras en la eficiencia energética de los hogares. Esto incluye 
envolventes térmicas o cubiertas, aislamiento de ventanas, eliminación de humedades en el 
interior de las viviendas, sustitución de sistemas de calefacción antiguos por otros más eficientes y 
modernos que reduzcan el consumo energético, subvenciones o financiación para la instalación 
de energías renovables de pequeña capacidad, sustitución de electrodomésticos antiguos por 

27  https://dashboard.tech.ec.europa.eu/qs_digit_dashboard_mt/public/sense/app/6e4815c8-1f4c-4664-b9ca-
8454f77d758d/sheet/bac47ac8-b5c7-4cd1-87ad-9f8d6d238eae/state/analysis (acceso 9/12/2024).
28  Para un excelente resumen véase https://eu.bellona.org/2024/10/30/the-eus-largest-innovation-fund/ (acceso 
7/12/2024).
29  https://inno-ccus.dk/wp-content/uploads/2024/05/Direction-2050-Danish-CCUS-Roadmap-2024.pdf (acceso 2/12/2024).

Fuente: Elaboración propia a partir de los presupuestos anuales de las comunidades autónomas.

Figura 3
Porcentaje del presupuesto regional dedicado a rehabilitación y ahorro energético en las 
comunidades autónomas, 2024

https://dashboard.tech.ec.europa.eu/qs_digit_dashboard_mt/public/sense/app/6e4815c8-1f4c-4664-b9ca-8454f77d758d/sheet/bac47ac8-b5c7-4cd1-87ad-9f8d6d238eae/state/analysis
https://dashboard.tech.ec.europa.eu/qs_digit_dashboard_mt/public/sense/app/6e4815c8-1f4c-4664-b9ca-8454f77d758d/sheet/bac47ac8-b5c7-4cd1-87ad-9f8d6d238eae/state/analysis
https://eu.bellona.org/2024/10/30/the-eus-largest-innovation-fund/
https://inno-ccus.dk/wp-content/uploads/2024/05/Direction-2050-Danish-CCUS-Roadmap-2024.pdf
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otros más eficientes energéticamente, entre otros. Para construir esta base de datos, se realizó 
una recopilación exhaustiva de los datos presupuestarios anuales de cada región. Además, fue 
necesaria una homogeneización de las partidas, ya que cada región sigue su propio método de 
asignación y contabilización. Esta disparidad contable impidió una mayor desagregación de 
los indicadores de política de eficiencia energética. La figura 3 revela, de nuevo, las amplias 
diferencias en estas dotaciones presupuestarias entre unas regiones y otras de España. En total, 
la base incluye un total de 223 observaciones para el período 2010-2022.   

Las covariables (o variables externas concomitantes) utilizadas para caracterizar los clústeres 
resultantes del análisis, siguiendo la literatura (ver Introducción), consideran aspectos 
climáticos, socioeconómicos, de consumo energético y estructurales de las viviendas. La 
selección final de variables se realizó a partir de un conjunto amplio, especialmente centrado 
en las características socioeconómicas de los hogares. No obstante, debido a la alta correlación 
entre muchas de ellas, se optó por aquellas que ofrecían un mejor rendimiento dentro del 
modelo. Esta es la razón por la cual variables relevantes como la renta de los hogares no fueron 
finalmente incluidas.

Las variables seleccionadas son las siguientes: (1) Heating Degree Days (HDD): mide la necesidad 
de calefacción en función de la temperatura exterior. (2) Cooling Degree Days (CDD): refleja 
la severidad del calor en un periodo determinado, considerando la temperatura exterior 
y la temperatura media interior. El cálculo se basa en una temperatura base de 24 °C, siendo 
la temperatura de referencia 21 °C. (3) Hogares rurales: porcentaje de hogares ubicados en 
municipios de menos de 20.000 habitantes. (4) Gasto medio anual en consumo energético 
por unidad de consumo (según la escala de equivalencia modificada de la OCDE), medido en 
euros. Incluye electricidad, gas y otros combustibles (CP045 de la clasificación COICOP). (5) 
Población que reside en viviendas con deficiencias estructurales: goteras en el tejado, humedad 
en paredes, suelos o cimientos, o podredumbre en marcos de ventanas o suelos, expresado en 
porcentaje. (6) Nivel educativo: porcentaje de población entre 15 y 74 años con educación 
secundaria o terciaria (niveles 3 a 8 según la Clasificación Internacional Normalizada de la 
Educación (CINE).

Las fuentes de datos utilizadas fueron las siguientes: Para HDD y CDD se acudió al módulo 
Cooling and Heating Degree Days by NUTS 3 region de la base Energy Statistics de Eurostat. Los 
datos sobre hogares rurales provienen de la Encuesta continua de hogares y Censos de población y 
viviendas (2011 y 2021). El gasto energético se obtuvo de la Encuesta de presupuestos familiares 
(EPF). Las condiciones estructurales de la vivienda se extrajeron de la Encuesta de condiciones 
de vida (ECV). Y el nivel educativo de la Encuesta de población activa (EPA).

El conjunto de datos resultante conforma un panel desequilibrado, por lo que se ha utilizado la 
opción de imputación múltiple de valores perdidos disponible en LatentGold 5.1, que permite 
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mantener la robustez del análisis a pesar de las ausencias puntuales de datos. A pesar de este 
ajuste, por motivos de robustez estadística se ha restringido el análisis al periodo 2010-2022.

En relación con las variables de resultado consideradas para medir la pobreza energética 
en las regiones españolas, aunque no existe consenso sobre la definición o medición de la 
pobreza energética, lo que parece indiscutible es que la pobreza energética es un concepto 
multidimensional relacionado con la energía (Day et al., 2016), la pobreza y la desigualdad 
(Bouzarovski et al., 2016; Nguyen et al., 2021; Watson & Maitre, 2015), la exclusión social 
(Aristondo & Onaindia, 2018a), la salud (Oliveras et al., 2021; O’Sullivan, 2019; Ruse et al., 
2021; Thomson et al., 2017b; Zhang et al., 2021) y el medio ambiente (Tsilini et al., 2015; 
Ürge-Vorsatz & Tirado Herrero, 2012), por lo que difícilmente puede medirse mediante un 
único indicador. En términos generales, se pueden utilizar dos enfoques para su medición: 
medidas objetivas e indicadores subjetivos. El Observatorio Europeo de la Pobreza Energética 
(EPOV) ha propuesto cuatro indicadores principales), dos de los cuales se basan en experiencias 
autodeclaradas de acceso limitado a servicios energéticos (basados en datos de EU-SILC) y los 
otros dos se calculan utilizando datos de ingresos y gastos energéticos de los hogares (basados 
en datos de la HBS): (i) Proporción de la (sub)población con retrasos en el pago de facturas de 
servicios; (ii) Proporción de hogares cuyo gasto energético absoluto está por debajo de la mitad 
de la mediana nacional (M/2); (iii) Proporción de hogares cuyo gasto energético respecto a los 
ingresos es más del doble de la mediana nacional (2M); y (iv) Proporción de la (sub)población 
que no puede mantener su vivienda adecuadamente caliente (European Commission, 2022). 
Además, el EPOV recopila datos sobre varios indicadores secundarios que son relevantes en 
el contexto de la pobreza energética, aunque no son indicadores directos de la misma. Estos 
incluyen precios de la energía y datos relacionados con la vivienda (Thema & Vondung, 2020).

En esta investigación, se han considerado las dos variables basadas en experiencias autodeclaradas 
propuestas por el EPOV: (1) Incapacidad para mantener la vivienda a una temperatura adecuada 
en invierno, que mide la proporción de hogares que hacen esta afirmación; y (2) Retrasos en 
el pago de facturas energéticas, que mide la proporción de hogares con retrasos en el pago de 
suministros, es decir, que no han podido pagar facturas (calefacción, electricidad, gas, agua, 
etc.) en el plazo establecido en los últimos 12 meses. Los datos de ambos indicadores provienen 
de la Encuesta de condiciones de vida elaborada por el INE. Las figuras 4 y 5 muestran la 
evolución de los dos indicadores basados en experiencias autodeclaradas de los hogares para las 
regiones españolas entre 2010 y 2024, que es el último periodo disponible. 

 En primer lugar, en la figura 4 podemos ver que, desde 2010 hasta 2024, se produjo un aumento 
de 8,4 puntos porcentuales en el número medio de hogares con dificultades para mantener 
su vivienda a una temperatura adecuada en el conjunto de España: del 7,8 % al 16,7 % 
en 2024. El empeoramiento ha sido paulatino, aunque con algunos “saltos” más acusados en 
2014 y a partir de 2021, pues en los últimos años del periodo el empeoramiento ha sido muy 
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significativo, aunque se han suavizado en 2024. Esta dinámica refleja cómo tanto la Gran 
Depresión de 2008, la crisis de COVID-19 y los episodios inflacionistas derivados de la 
guerra de Ucrania han afectado significativamente a la capacidad de los hogares españoles para 
mantener sus viviendas a una temperatura adecuada. 

No obstante, los niveles y trayectorias de este indicador varían mucho entre las regiones 
españolas a lo largo del tiempo. En algunas regiones, como Extremadura, Murcia, Andalucía y 
Catilla-La Mancha, alrededor de una quinta parte de sus hogares no mantenían una temperatura 
adecuada en 2024. También presentan cifras muy elevadas Galicia, Cataluña, Comunidad 
Valenciana y Canarias. Entre las regiones que presentan cifras más moderadas se encuentran 
País Vasco, Navarra y Aragón. Se observa, además, que todas las regiones excepto Murcia han 
empeorado el porcentaje de hogares incapaces de mantener una temperatura adecuada en sus 
viviendas, y algunas han más que empeorado gravemente sus porcentajes a lo largo del periodo, 
incrementando sus cifras en más de 12 puntos porcentuales. Es el caso de Cataluña, Castilla-La 
Mancha, Canarias y Madrid. Sin embargo, mientras que el aumento en Castilla-La Mancha 
ha sido gradual a lo largo del periodo, Cataluña, Canarias y Madrid han empeorado sus cifras 
especialmente en los dos últimos años. También Andalucía y la Comunidad Valenciana han 
incrementado sus porcentajes en torno a 10 puntos porcentuales, situándose en registros muy 

Fuente: Encuesta de condiciones de vida (INE).

Figura 4
Incapacidad para mantener el hogar una temperatura adecuada en las CC. AA. de España, 
2010-2024
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altos. Hay otras regiones que han empeorado sustancialmente sus cifras (más de 10 puntos), 
pero partían de porcentajes muy bajos al inicio del periodo, con lo que registraron porcentajes 
en torno al 15 % en 2024. Es el caso de La Rioja, Navarra, Castilla y León, Aragón y las islas 
Baleares. Todos ellos han visto aumentar acusadamente los hogares con disconfort térmico en 
los dos o tres últimos años del periodo. 

Al analizar el retraso en el pago de las facturas, la figura 5 revela que el porcentaje de hogares 
afectados por esta dimensión de la pobreza energética es mucho más reducido y presenta menor 
variabilidad que el de la incapacidad de mantener el hogar a una temperatura adecuada. El 
promedio para el país alcanzó en 2024 el 9,2 %, solo 0,7 puntos porcentuales por encima de 
la cifra registrada en 2010. Pero igual que sucede con el confort térmico, el porcentaje de hogares 
atrasados en el pago de los suministros del hogar varía mucho entre las distintas regiones 
españolas, aunque también en este indicador se perciben los efectos de la crisis de 2008 y 
las presiones en los precios de la energía y otros bienes y servicios de los últimos años en la 
mayor parte de las comunidades. Las regiones que registran las cifras más altas son Canarias, 
Cataluña, Comunidad Valenciana, Andalucía y Murcia. Y las que menores problemas tienen 
en términos de pago en plazo son el País Vasco, Galicia, Asturias y Castilla y León, todas ellas, 
como vemos, regiones del norte de España. Algunas de las regiones más afectadas por esta 
dimensión han empeorado mucho sus cifras en los últimos años, como es el caso de Murcia, 

Fuente: Encuesta de condiciones de vida (INE).

Figura 5
Incapacidad para mantener el hogar una temperatura adecuada en las CC. AA. de España, 
2010-2024
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Cataluña y Andalucía. Castilla-La Mancha también ha más que triplicado sus porcentajes, 
aunque se queda por debajo del 9 %. Murcia, en cambio, a pesar de sus malas cifras, y Castilla 
y León y La Rioja han logrado mejorar sus registros a lo largo del periodo. 

4.	 RESULTADOS

4.1.  Segmentación de las regiones españolas según los indicadores de pobreza 
        energética 

Tal como se indica en la sección 2, se aplicará un análisis de clases latentes (LCCA) para 
segmentar las 17 regiones españolas en función de las dos principales políticas implementadas 
para combatir la pobreza energética, descritas en la sección 3. El primer paso del LCCA consiste 
en seleccionar el modelo más adecuado. Para ello, se evaluaron diez modelos, con un número 
de clústeres que oscila entre uno (homogeneidad de la muestra) y diez. De acuerdo con el 
criterio de información consistente de Akaike (CAIC), se eligió el modelo que presentó los 
valores más bajos en este índice, por considerarse el mejor ajuste. Los resultados presentados 
en el cuadro 1 indican la existencia de tres grupos. Siguiendo el procedimiento propuesto 
por García (2017), cada modelo se estimó en diez ocasiones con diferentes valores iniciales 
aleatorios, y el modelo con tres clústeres conglomerados mostró la mayor consistencia.

Cuadro 1
Índices de ajuste para los modelos clases latentes testados: criterio de información 
de Akaike consistente (CAIC)

Cluster LL BIC (LL) CAIC 
(LL)

SABIC 
(LL)

NPAR CLASS.
ERR.

1-Cluster -723,5459 1468,6845 1472,6845 1456,0083 4 0
2-Cluster -678,285 1405,1535 1414,1535 1376,6321 9 0,1194
3-Cluster* -656,7205 1389,0154 1403,0154 1344,6487 14 0,1353
4-Cluster -644,1717 1390,9085 1409,9085 1330,6967 19 0,1932
5-Cluster -633,0863 1395,7285 1419,7285 1319,6714 24 0,1901
6-Cluster -625,1167 1406,7802 1435,7802 1314,8779 29 0,1259
7-Cluster -619,4824 1422,5023 1456,5023 1314,7548 34 0,1359
8-Cluster -616,6967 1443,9217 1482,9217 1320,329 39 0,1233
9-Cluster -613,7614 1465,042 1509,042 1325,6041 44 0,1464
10-Cluster -608,696 1481,9019 1530,9019 1326,6187 49 0,1391

 



José C. de los Riscos, Leticia Blázquez y Juan A. García

Nº 30
Diciembre 2025 35

El segundo paso consiste en evaluar la significatividad de los indicadores (cuadro 2). El 
valor p asociado al estadístico robusto de Wald fue inferior a 0,05 para los dos indicadores 
propuestos, lo que evidencia que las dos políticas representadas por dichos indicadores son 
significativas para segmentar las regiones españolas en los tres grupos planteados; es decir, 
presentan variaciones relevantes entre los clústeres. Asimismo, los valores de R2 muestran que el 
modelo LCCA explica más del 45  % de la varianza del indicador “bono social” y más del 42 % 
del indicador relativo al porcentaje del presupuesto regional destinado a financiar mejoras de 
eficiencia energética en los hogares.

El cuadro 3 presenta la segmentación en tres clústeres regionales, mientras que el cuadro 4 
muestra el perfil de dichos grupos en función de sus covariables y los valores p asociados 
a los estadísticos de Wald. Se observa que el valor p de todas las covariables es inferior a 
0,05, lo que permite afirmar que los grupos difieren estadísticamente en estas características. A 
continuación, se resumen los rasgos más destacados de cada uno de los tres clústeres.

Clúster 1. Desmotivados. El primer clúster es el más amplio, ya que representa el 69,3 % de 
la muestra, y se distingue claramente del resto. Las comunidades que lo integran realizan 
un esfuerzo limitado para combatir la pobreza energética, dado que, en promedio, solo el 

Cuadro 2
Parámetros estimados para los tres clústeres de España

Indicadores Clúster 
1

Clúster 
2

Clúster 
3

Wald p-value R²

Bono social eléctrico -7,431 8,1821 -0,7511 31,8624 0,000 0,4586
Porcentaje del presupuesto 
destinado a eficiencia 
energética 

-0,0971 -0,1311 0,2283 8,1863 0,017 0,4213

Cuadro 3
Segmentación de las regiones españolas en los tres clústeres según sus políticas 
para combatir la pobreza energética

Indicadores Clúster1 
Desmotivados 

Clúster2 
Orientados al 

bono social

Clúster 3 
Diversificados

 (69,3 %) (18,1 %) (12,6 %)
Bono social eléctrico 14,9233 30,5365 21,6033
Porcentaje del presupuesto destinado 
a eficiencia energética 0,1969 0,1629 0,5222
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14,9 % de la población vulnerable recibe el bono social, la proporción más baja entre los tres 
grupos. Además, el porcentaje del presupuesto regional destinado a financiar acciones para 
mejorar la eficiencia energética en las viviendas es también muy reducido, aunque ligeramente 
superior al del segundo grupo. Tal como se observa en el cuadro 4, estas regiones presentan un 
número reducido de días fríos y un número relativamente elevado de días cálidos, y registran 
la menor proporción de población residente en áreas rurales (35,7 %). Este grupo también se 
caracteriza por el menor gasto energético anual y por ser el que presenta el porcentaje más bajo 
de población con problemas estructurales en sus viviendas. Finalmente, en estas regiones, el  
51 % de la población cuenta con educación secundaria o terciaria, cifras que se sitúan apenas 
por debajo del grupo 3 y por encima del grupo 2.

Clúster 2. Orientados al bono social. Este grupo es el segundo en tamaño, ya que representa el 
18,1 % de la muestra. Muestra un compromiso destacado con la aplicación del bono social, 
dado que casi un tercio de la población vulnerable de estas comunidades recibe este beneficio. 
Este porcentaje es más del doble que el registrado en el primer clúster y supera en casi diez 
puntos porcentuales al del tercero. Las regiones que lo integran se caracterizan por presentar 
el mayor número de días fríos y, con diferencia, el menor número de días cálidos, además de 
contar con la mayor proporción de hogares rurales (42,7 %), cifra muy similar a la del tercer 
grupo. Estas comunidades incurren en el mayor gasto energético y tienen el mayor porcentaje 
de casas con problemas estructurales. También se caracteriza por ser el grupo con la menor 
proporción de población con educación secundaria o superior (49,1 %).

Clúster 3. Los más diversificados. El tercer clúster representa el 12,6 % de la muestra y se 
caracteriza porque la mayoría de sus regiones orientan sus esfuerzos tanto a la implementación 
de medidas de eficiencia energética como a políticas de carácter social. Es el grupo que destina, 
con diferencia, el mayor porcentaje del presupuesto regional anual a mejorar la eficiencia 

Cuadro 4
Perfiles de los tres clústeres regionales

Covariables Clúster 
1

Clúster 
2

Clúster 
3

Comparación 
por pares

HDD 1470,87 2040,87 1556,16 2 > 1, 3
CDD 260,80 73,96 214,28 3 > 2
Hogares rurales %) 35,76 42,69 42,46 3 > 1
Gasto energético medio anual (€) 699,02 733,44 704,54 -
Población que reside en viviendas 
con deficiencias estructurales 15,89 17,23 16,80 -

Población con educación secundaria 
y terciaria (%) 51,16 49,11 52,26 1, 3 > 2
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energética de las viviendas: un 0,52  %. Esta cifra más que duplica el porcentaje asignado por 
las regiones del primer grupo y triplica el destinado por las del segundo. Las comunidades 
de este grupo presentan temperaturas moderadas, con un número intermedio de días cálidos 
y fríos. Asimismo, cuentan con una elevada proporción de hogares en zonas rurales, similar 
a la del segundo clúster, aunque ligeramente inferior, y registran un gasto energético medio 
intermedio respecto a los otros dos grupos. Finalmente, destaca por su mayor nivel educativo, 
ya que más de la mitad de su población posee estudios secundarios o terciarios. 

4.2.	 Análisis dinámico de los clústeres

Aunque nuestra muestra es un cross-section de todas las regiones españolas para el período 
2010-2022, resulta interesante analizar la dinámica descrita por los tres clústeres a lo largo del 
tiempo. La figura 6 presenta esta evolución, mostrando cómo ha variado el peso relativo de 
cada grupo, con algunos ganando importancia y otros perdiéndola. Se observa que, al inicio 
del período, en 2010, el clúster 1 era el más relevante, agrupando al 41 % de las regiones. Muy 
pronto comenzó a incrementar su peso de manera progresiva: en 2018 y 2020 llegó a incluir el 
100 % de la muestra y, en los últimos cinco años, se ha mantenido entre el 82 % y el 100 %.  
Por el contrario, las regiones del clúster 2 han ido perdiendo presencia de forma sostenida, 
pasando del 35 % en 2010 a su punto más bajo en 2018, cuando ninguna región pertenecía a 
él. Este valor del 0 % se mantuvo hasta 2022. Finalmente, el clúster 3 representaba el 23,5 % 
en 2010 y 2011; en 2012 descendió al 17,6 % y en 2013 volvió a caer significativamente hasta 

Figura 6
Evolución temporal de los clústeres entre 2010-2022 
Pocentaje
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el 5,9 %. Este nivel se mantuvo entre 2013 y 2021, salvo en 2016, 2018 y 2020, cuando se 
redujo a 0 %. En 2022 recuperó el 17,6  %. En síntesis, aunque en los primeros años los tres 
clústeres estaban relativamente equilibrados, con el tiempo se han producido transferencias 
principalmente hacia el grupo 1. Solo al final del período el grupo que combina políticas 
sociales y de eficiencia energética ha recuperado peso.

El cuadro 5 muestra las transiciones por comunidad autónoma durante el período 2010-
2022. Algunas regiones han permanecido en el clúster 1 a lo largo de todo el período, como 
Andalucía, Baleares, Cataluña, Madrid y Murcia. Otras comenzaron en los otros dos grupos, 
pero pronto se trasladaron al clúster 1; este es el caso de Asturias, que pasó del grupo 2 al 1, y 
de Canarias, Comunidad Valenciana y Extremadura, que se movieron del 3 al 1. Se observan 
comunidades, principalmente en el noreste de España, que durante la mayor parte de los años 
—especialmente en la primera mitad del período, hasta 2017— pertenecieron al clúster 2 y, 
al final, transitaron al 1. Cantabria, Castilla y León y Galicia son ejemplos de esta transición. 
Aragón y Castilla-La Mancha son casos particulares, pues han pasado por los tres clústeres, 
aunque la mayoría de los años han estado en 1. Castilla-La Mancha perteneció al grupo 2 entre 
2010 y 2012, luego pasó al 1 y, en el último año del período, se ubicó en el 3. Aragón estuvo en 
el grupo 1 en 2010, en el 2 en 2011 y, posteriormente, otra vez en el 1, salvo en 2015 y 2017. 
Finalmente, Navarra ha permanecido la mayor parte del período en el clúster 3, salvo entre 
2016 y 2018, y en 2020, cuando se trasladó al 1.

4.3.	 Indicadores de pobreza energética

El último paso del análisis (paso tres) consiste en determinar en qué medida la pertenencia 
de las comunidades a uno u otro clúster influye en los indicadores de pobreza energética. El 
cuadro 6 muestra que, aunque las regiones del grupo 3, es decir, las que combinan políticas 
sociales y de eficiencia energética, presentan los mejores resultados, este grupo tiene un peso 
muy reducido en la muestra y está presente en menos de la mitad de los años analizados, 
concentrándose en muy pocas regiones. Las comunidades del grupo 2, centradas en el acceso 
al bono social, obtienen los segundos mejores resultados en los dos indicadores considerados: 
presentan una baja proporción de hogares con dificultades para mantener la vivienda a una 
temperatura adecuada (6,3 %) y para afrontar el pago de las facturas energéticas (6,7 %). Tal 
como se observa en el cuadro 6, no existen diferencias estadísticamente significativas entre los 
resultados de los clústeres 2 y 3. En el extremo opuesto, las regiones del grupo 1, con poco 
compromiso en ambas políticas, son las que muestran el peor desempeño en términos de 
pobreza energética, registrando los porcentajes más elevados de hogares con dificultades en 
los dos indicadores analizados. Lamentablemente, como se ha señalado, este es el grupo al que 
pertenecen la mayoría de las regiones durante todo el período; además, en 2022, más del 80 % 
de las comunidades se encontraban en este grupo. Conviene recordar que el clúster 3 destina 
el mayor porcentaje de su presupuesto a la eficiencia energética, más del doble que el asignado 
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por las regiones del grupo 1 y más de tres veces el destinado por las del grupo 2. Por tanto, 
la aplicación generosa de esta política, combinada con una estrategia de apoyo a la población 
vulnerable mediante el bono social, parece ser la opción más eficaz.

5.	 CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES POLÍTICAS

En este artículo se han analizado las dos principales políticas de pobreza energética que se 
han adoptado en España en el periodo 2010-2022: el bono social eléctrico y las subvenciones 
dirigidas a la mejora de la vivienda y el equipamiento doméstico para reducir el consumo 
energético de los hogares. Se ha aplicado un análisis de clases latentes (LCCA) para clasificar 
las regiones españolas según las políticas adoptadas. Este método ha permitido perfilar las 
características de cada clúster y evaluar los resultados obtenidos para cada uno de ellos en dos 
indicadores: la incapacidad para mantener la vivienda a una temperatura adecuada y los retrasos 
acumulados por los hogares en el pago de las facturas. Los datos han revelado que la pobreza 
energética es un fenómeno presente en mayor o menor medida en todas las regiones de España 
en las últimas décadas, afectando a un porcentaje muy elevado de hogares y a miles de personas. 
Se observa un comportamiento procíclico del problema, como ya habían señalado los trabajos 
previos, con una especial intensidad durante los periodos de crisis acaecidos en este periodo: 
la Gran Recesión, la crisis de COVID-19 y el episodio inflacionista derivado de la guerra 
entre Rusia y Ucrania. No obstante, la respuesta a estas dificultades por parte del gobierno 
central y las comunidades autónomas de España ha sido muy dispar, diseñando y adoptando 
estas políticas a diferentes ritmos y en diferentes grados a lo largo del tiempo. El análisis ha 
mostrado que la mayoría de las regiones ha mantenido políticas con escaso compromiso frente 
al problema durante gran parte del período analizado, con una baja cobertura del bono social 
y una financiación pública limitada destinada a la rehabilitación de viviendas y la eficiencia 
energética. Como consecuencia, estas regiones han experimentado el mayor impacto de la 
pobreza energética. Se trata, en general, de territorios templados o cálidos, con población 
mayoritariamente urbana, bajo gasto energético y sin grandes problemas estructurales en sus 
viviendas.

Cuadro 6
Indicadores de pobreza energética para los tres clústeres

Clúster 
1

Clúster 
2

Clúster 
3

Comparaciones 
por pares

Incapacidad para mantener el hogar a 
una temperatura adecuada  %) 11,66 6,31 6,19 1 > 2, 3

Retraso en el pago de suministros (%) 9,29 6,75 6,28 1 > 2, 3
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En el extremo opuesto, las políticas más eficaces han sido aquellas que han combinado una 
apuesta decidida por la rehabilitación y la eficiencia energética con una cobertura significativa 
—aunque insuficiente— de la población vulnerable mediante el bono social. Esta combinación 
se ha aplicado únicamente en algunas regiones, siendo Navarra la más consistente. Otras, como 
la Comunidad Valenciana, Extremadura o Canarias, la implementaron al inicio del período, 
pero la abandonaron tras la crisis financiera. Este clúster presenta mayor nivel educativo, gasto 
energético intermedio y una proporción relevante de población rural, además de temperaturas 
moderadas. Por último, las políticas basadas principalmente en la protección social también 
han mostrado resultados relativamente positivos, aunque inferiores a los obtenidos por la 
combinación de políticas. 

Por lo tanto, parece, por un lado, que los comportamientos pasivos o poco activos de algunas 
comunidades durante muchos años periodo de análisis ha conducido a los altos y crecientes 
porcentajes de hogares que no pueden mantener sus viviendas a una temperatura adecuada 
en España y al menor pero también creciente porcentaje que tiene dificultades para pagar sus 
facturas de suministros. Esta situación tiene una doble causa. Por un lado, los altos precios de 
la energía en muchos de los años del periodo, que han provocado que muchos hogares hayan 
decidido hacer menos usos de los servicios energéticos para ahorrar en energía o dedicar sus 
ingresos a otros bienes que también se han encarecido. Por otro lado, también hay que tener 
en cuenta que en muchas partes del territorio español las viviendas se han construido durante 
mucho tiempo con unos estándares de construcción y aislamiento muy bajos. A ello se suma el 
hecho de que el clima más benigno del que se disfruta en muchas regiones conlleva en muchos 
casos una inadecuada dotación de equipamientos para el confort térmico en los días más fríos. 
Es por eso, que las regiones que tienen más problemas no son las más frías, sino que muchas 
de ellas se sitúan en zonas templadas o cálidas. 

Como consecuencia de todo ello, parece necesario seguir implementando en las regiones 
españolas diferentes tipos de políticas que contribuyan a que los hogares más vulnerables tengan 
un acceso asequible y garantizado a los servicios energéticos que necesitan para llevar una vida 
digna. Para ello, habrá que seguir esforzándose tanto presupuestariamente como en términos 
de acceso de información y acceso a las ayudas. Las administraciones públicas de todos los 
niveles tienen una responsabilidad compartida en hacer efectivas estas políticas. El gobierno 
central debe dotar de fondos suficientes los programas de eficiencia y rehabilitación de edificios 
que tiene en marcha y seguir siendo ambicioso en conseguir los objetivos climáticos marcados 
en los acuerdos internacionales también en sector residencial. Además, debe diseñar unos 
procesos burocráticos mucho más ágiles y sencillos de acceso a las ayudas, que estén al alcance 
de todos los ciudadanos, especialmente de aquellos más vulnerables. A esto hay que añadir un 
endurecimiento de los requisitos en los estándares de construcción de las nuevas viviendas. 
Las comunidades autónomas, que son las que al fin y al cabo hacen operativas estas políticas, 
deben dotar adecuadamente sus presupuestos en materia de eficiencia energética y conocer 
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y monitorizar de forma detallada el perfil de sus hogares para poder cubrir sus necesidades. 
Al mismo tiempo, deben dotar a los servicios sociales de recursos humanos y financieros 
suficientes para que puedan acompañar a estos hogares en la tramitación de las ayudas, y a sus 
administraciones regionales de personal suficiente y capacitado para que puedan hacer ágiles 
el acceso de los fondos a los ciudadanos, de modo que no tengan que adelantar ellos todo el 
presupuesto de las obras y puedan acortarse los dilatados periodos que ahora deben esperar 
para recuperar los fondos adelantados. También deben acomodar las ayudas a los niveles de 
renta de los ciudadanos y no solo a los gastos de las obras, pues de otro modo muchas de las 
viviendas que necesitan ser rehabilitadas, que son en las que habitan los hogares más pobres, 
no se van a reformar.

Además de las políticas que se han analizado en este artículo, son necesarias otras, a más 
largo plazo, como el diseño de un mercado eléctrico que señale correctamente los precios y la 
aceleración de la implantación de las energías renovables en el mix energético del país. Junto a 
ello, se debe reformular la política de vivienda social y asequible de buena calidad, que permita 
el acceso a ella a los hogares más necesitados para que puedan disponer de las condiciones de 
habitabilidad y equipamiento adecuados desde un punto de vista energético. Estas y otras 
políticas deberían conducir a precios más estables y asequibles para todos los consumidores a 
largo plazo y a viviendas más eficientes.
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